PARTE 3 — Las empresas publicas en el Uruguay contemporineo

10. LA REFORMA DE LAS EMPRESAS PUBLICAS
EN URUGUAY: UNA LECTURA DESDE LA
HISTORIA ECONOMICA

Magdalena Bertino

Introduccién

Este trabajo propone una lectura del proceso de modernizacién y reforma de las
empresas publicas (EP) en Uruguay desde la historia econémica. Este proceso ha
sido parte de la tendencia reformista que se desarrollé a nivel global desde la dé-
cada de 1970, bajo el signo del creciente predominio de la politica y la ideologia
neoliberales. La reforma, ademds de promover la modernizacion de las herramien-
tas operativas y de gestién, impulsaba la introduccién de criterios de mercado en
el accionar de las empresas como forma de mejorar su eficiencia y su eficacia. Su
profundizacién, en la década de 1990, condujo a la privatizacién de importantes
empresas en diversos paises del mundo.

En Uruguay, los procesos de reforma de las EP fueron impulsados por los
diferentes gobiernos en forma mds o menos similar a lo ocurrido en otros paises
de América Latina y del mundo (Comin y Diaz, 2004; Millward, 2005). Sin
embargo, cuando se estableci6 la posibilidad de privatizacién de las grandes em-
presas publicas, las que en general constitufan monopolios naturales y cumplian
funciones esenciales o estratégicas, se derogé la medida por votacién popular.
La misma respuesta social se reiter6 frente a casi todos los siguientes intentos de
privatizacién.

Ante la pregunta: spor qué se frend el avance de la privatizacién de las grandes
empresas publicas en Uruguay?, buscamos pistas en la génesis de la formacién de
las ED, en su funcién social y econémica, en su desempefo financiero, y en las
modificaciones que el proceso reformista causé en el Estado Empresario.!

! Este articulo estd basado en varios trabajos realizados en el marco del proyecto de investigacién
financiado por la Comisién Sectorial de Investigacién Cientifica (CSIC) “Las empresas publicas
en Uruguay y sus vinculos con la politica econdémica 1912-2010”, que la autora ha coordinado
junto a Milton Torrelli durante los Gltimos tres afios. También participaron en el proyecto los
siguientes investigadores: Federico Araya, Gastén Diaz, Natalia Marifio, Martina Querejeta,
Fillippe Rimoli y Daniela Vizquez.
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Origen y evolucién del Estado Empresario uruguayo

Durante las primeras décadas de existencia del Estado uruguayo los servicios pu-
blicos se entregaron en concesién a emprendimientos privados, con la excepcion
del correo, que se establecié en 1829 como organismo estatal. Asi se fundaron las
primeras empresas de telégrafos, ferrocarriles, bancos, teléfonos, de suministro
de electricidad, de agua y de saneamiento de la capital y los servicios portuarios.
Se trataba de un Estado débil, inmerso en guerras civiles e internacionales, que
establecié una escasa regulacion sobre esas actividades y sobre las tierras puablicas,
que fueron pasando progresivamente a los particulares sin que el Estado tuviera la
fuerza necesaria para impeditlo.

La prestacién de servicios publicos por el Estado se inicia cuando se afirma
el poder estatal en todo el territorio, a partir de la década de 1870. Se estable-
ce el primer telégrafo estatal, se regula el accionar de las empresas ferroviarias
privadas y, luego de la crisis de 1890, se crea el Banco Republica. La incipiente
compania privada de electricidad de Montevideo también pasa a ser administrada
por el Estado. Durante el impulso modernizador e intensamente reformista que
caracterizé a los gobiernos batllistas de las tres primeras décadas del siglo XX se
crean las bases del estatismo. Se fundan los tres grandes bancos publicos: el Banco
Reptblica (BROU) se institucionaliza como banco integramente estatal, se esta-
tiza el Banco Hipotecario del Uruguay (BHU) y se crea el Banco de Seguros del
Estado (BSE). Se funda la empresa Usinas de Trasmisiones Eléctricas del Estado
(UTE) y se establece el monopolio estatal de los telégrafos y teléfonos, haciéndose
efectivo en 1931 cuando la red telefénica se integra a UTE, que pasa a llamarse
Usinas y Teléfonos del Estado hasta la creacién de ANTEL en 1974. Comienza la
construccién y estatizacion de las vias férreas, credndose la empresa Ferrocarriles y
Tranvias del Estado, y se establece el monopolio estatal de la gestién de los puertos
con la creacién de la Administracién Nacional de Puertos (ANP). Bajo un nuevo
impulso reformista, ambientado por los avances de la accién estatal durante la
Gran Depresion, se funda la Administracién Nacional de Combustibles, Alcohol
y Portland (ANCAP).

Todas estas empresas fueron concebidas como entes auténomos o servicios
descentralizados regidos por el derecho ptblico. En general, sus objetivos plan-
teaban brindar un servicio de calidad y bajo precio y extenderlo al conjunto de
la poblacién (Boneo, 1973; Solari y Franco, 1983; Nahum, 1993; Nahum et al,,
2006; Bertino et al., 2012). Aunque sus cartas orgdnicas no lo establecian, las
grandes empresas, generalmente superavitarias, aportaban parte de sus beneficios
al gobierno central —transferencias positivas— y las empresas deficitarias reci-
bian subsidios de éste —transferencias negativas— (Azar et al., 2009; Bertino et
al., 2011; Bertino et al., 2012a, 2012b, 2012c, 2012d).

Durante el periodo de industrializacién dirigida por el Estado, el llamado
“Dominio Industrial y Comercial del Estado” experimenté una gran expansién,
debido al crecimiento de la cobertura y las funciones de las dos principales empre-
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sas, UTE y ANCAP. También incidié la creacién de nuevas empresas, principal-
mente a partir de la estatizacién de las companias britdnicas de servicios (la mayor
parte de los ferrocarriles existentes, los tranvias de Montevideo y la compaiia de
Aguas Corrientes de Montevideo), funddndose AFE y OSE en 1952. En el mismo
afio la empresa mixta PLUNA (Primeras Lineas Uruguayas de Navegacion Aérea)
pasa a ser totalmente estatal. También se fundan el Instituto Nacional de Coloni-
zacién (INC) y el Servicio Oceanogrifico y de Pesca (SOYP) —refundado como
Instituto Lobero y Pesquero (ILPE) en 1976—.

UTE se expande a todo el pais expropiando las usinas eléctricas privadas, esta-
bleciendo una tarifa Gnica en todo el pafs y extendiendo también la red telefénica
nacional, cesando las concesiones a las empresas telefénicas privadas. ANCAP
expande la capacidad de su refineria y cubre la totalidad del mercado de derivados.
La ampliacién de la capacidad de las destilerfas de alcohol permitié hacia 1949
satisfacer la demanda interna de alcohol y bebidas alcohdlicas. Paralelamente, la
empresa asumia el cultivo de azicar de cana en las tierras adquiridas en El Espi-
nillar, inaugurando su ingenio en 1952, asi como el cultivo de vifiedos para la
produccién de vinos destinada a la elaboracién de conac. La primera fibrica de
portland de ANCAP empez6 a producir en 1956.

Finalmente, desde fines de la década de 1960 y comienzos de la siguiente,
durante los afos de crisis y estancamiento, se producen las tltimas creaciones de
empresas publicas siguiendo el estilo de “hospital de empresas”. Pasan a la admi-
nistracién estatal varias empresas industriales en crisis (tres frigorificos y una tex-
til) y el Estado adquiere la britdnica —y también en crisis— Compania del Gas.

La reforma de las empresas

Desde fines de la década de 1960, en el marco de la propagacién de la liberaliza-
cidn, globalizacién y desregulacién de las actividades econdmicas y de los merca-
dos, se plantearon acciones hacia una mayor eficiencia de las empresas publicas
. Se respondia a una preocupacién que se manifestaba desde los afos previos,
priorizando un manejo rentable de las mismas bajo una concepcién de “realismo
tarifario” asociada al cobro segtin el coste marginal del servicio.

En forma coincidente, se modifican las leyes orgdnicas de varias EP, estable-
ciéndose la posibilidad de asociaciones con privados y de licitacién de servicios.
Este proceso se profundizé en la década de 1980 y a principios de la década de
1990 se habilit6 la posibilidad de privatizacién de las EP, frendndose la iniciativa
a través de un plebiscito en el afio 1992.

No obstante, ya desde las décadas previas se observa una contraccién gra-
dual de la dimensién del Estado Empresario. Se cierra el Frigorifico Nacional y
el ILPE, se reprivatiza la Compaiia del Gas y PLUNA pasa a tener mayoria de
capital privado en su paquete accionario. Se reducen o suprimen las actividades
de otras empresas, como los alcoholes y quimicos de ANCAP o el servicio de
pasajeros de AFE. Se desmonopoliza la generacién de energia eléctrica, el servicio
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de correos y los seguros y se establece el régimen de competencia en la telefonia
celular. Otras vias de reduccién del accionar de las EP fueron las concesiones de
obras y servicios publicos y las asociaciones mixtas.

En paralelo, desde 1973 y con mayor profundidad en la década de 1990, se
efectud una fuerte y sostenida reduccién del nimero de funcionarios de las EP,
quienes pasaron —aproximadamente— de 65.000 a 30.000 en el afio 2000 (Azar
etal., 2009). La modernizacién técnica de las funciones operativas y administrati-
vas explica parte de esa reduccién. Otra parte importante se debid a privatizacién
o cierre de EP, al cierre o reduccién de servicios considerados no estratégicos y a la
tercerizacién de servicios. Un caso extremo fue la AND, con la aprobacién en 1992
de la Ley de Puertos (N°16.246), que modificaba la ley fundacional y adjudicaba
a la empresa la funcién de administracién y conservacion de los puertos, pudien-
do prestar servicios portuarios directa o indirectamente y otorgar concesiones y
permisos a las empresas privadas para prestarlos en régimen del libre concurren-
cia. Entre 1992y 2006 el personal se redujo de 6.000 a 800.

En las dltimas décadas se advierte un fenémeno de importancia econémica
y politica: la creacién de numerosas sociedades anénimas pertenecientes a EP,
rompiendo con la tradicién histérica de empresas publicas de derecho publico.
Este es un dmbito précticamente inexplorado, tanto que las propias autoridades
del gobierno reclaman mayor informacién y control de estas actividades. Se trata
de varias decenas de empresas, presuntamente creadas porque no computan sus
actividades para el cdlculo del déficit fiscal, lo que hace que puedan ser mds libres
en el manejo de sus inversiones, al tiempo que pueden manejar su personal bajo
el derecho privado, con mayor flexibilidad de gestién.

Se puede concluir que en Uruguay se recorri6é un camino de reformas similar,
si bien quizds mds gradualista, al de otros paises de la regién que en la década de
1990 privatizaron la mayoria de sus empresas. Se modificaron los objetivos de las
empresas, ddndole mayor relevancia a la eficiencia econdmica y a la rentabilidad.
Luego de un proceso bastante largo y con retrocesos se avanzé hacia tarifas més
realistas y la reduccién de los subsidios. Se implementaron importantes progra-
mas de mejora de la gestién y de modernizacidn. Se habilit6 la apertura externa de
algunas empresas y se avanzé —si bien en esto mds timidamente, hasta la década
de 1990— en la desregulacion de los mercados. Se redefinié el tamafo del sector
publico y se eliminaron varias actividades o empresas consideradas no estratégicas.

Los avances privatizadores y sus frenos

Durante el gobierno dictatorial y el primer gobierno constitucional (1985-1990),
si bien no se avanzé mayormente en el proceso de privatizaciones, se reformaron
las leyes fundacionales de diversas empresas publicas para establecer la posibilidad
de asociacién con privados y las licitaciones de servicios. En el caso de UTE se
realizé por el Decreto-Ley de 1977, llamado Ley General de Electricidad, que

establecfa ademds la supresién de objetivos sociales, estableciendo que para la
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determinacién de las tarifas no se tendria en cuenta el cardcter social o juridico
del suscriptor.

En 1991 se autoriza la privatizacién con la aprobacién de la Ley 16.241,
llamada “Ley de Empresas Publicas”, que en su articulo 1° establecia que el Poder
Ejecutivo podria otorgar permisos o concesiones para la ejecucién de los servi-
cios publicos a su cargo, favoreciendo la libertad de concurrencia y evitando la
creacién de monopolios de hecho. En su articulado se establecia que ANTEL
podria contratar con terceros la prestacion de los servicios de telecomunicaciones,
o asociarse con capitales privados formando sociedades andnimas en las que su
participacién no podria ser menor del 40%. También se autorizaba la venta de
PLUNA vy la liquidacién y venta del ILPE.

Varias organizaciones sociales y politicas organizaron la lucha por la dero-
gacidn de esta ley, realizdndose un referéndum el 13 de diciembre de 1992 que
derogd los articulos 1, 2 y 3, asi como los 10 y 12 referidos a ANTEL, quedando
vigentes el resto de los articulos.

En el entorno de la legislacién privatizadora se liquidé ILPE, se privatizaron
PLUNA y la Compaiia del Gas, se realizaron concesiones de servicio de agua y
saneamiento en Maldonado, se adjudicé el sistema telefénico celular, se desmono-
polizé la compania de seguros y se aprobd la ley de reforma del puerto. Otra ley,
del ano 1996 (N° 16.7539), eliminé el monopolio de ANCAP sobre alcoholes y
bebidas alcohélicas. Para sus cometidos no monopélicos ANCAP podria asociarse
con empresas publicas o privadas, asi como celebrar cualquier tipo de contratos.

Un mojén importante en el impulso privatizador fue la aprobacién en 1997
de la Ley de Marco Regulatorio del Sector Eléctrico, que modificaba la Ley Na-
cional de Electricidad, separando las distintas etapas del servicio eléctrico, man-
teniendo el cardcter de monopolio estatal solamente en las etapas de transmision
y distribucién y eliminando el monopolio de la generacién. Asimismo, se creé la
Unidad Reguladora de Energfa Eléctrica (UREE) y se asegurd el acceso libre a las
redes de transmisién y distribucion estatales. A través de esta ley se habilitaba a los
grandes consumidores a contratar directamente su aprovisionamiento de electrici-
dad con el sector privado. Los sectores gremiales expresaron su oposicién a una ley
que interpretaban como una forma de privatizacién, pero la movilizacién popular
no logré reunir el apoyo suficiente para derogarla a través de un referéndum.

En los albores del nuevo siglo, el Poder Ejecutivo volvié a insistir en los in-
tentos de mercantilizacién de ANTEL. En la ley presupuestal del afio 2001 (N
17.296) los articulos 612 y 613 sustitufan varios articulos de su ley fundacional,
autorizéndola a constituir una sociedad anénima para la prestacién del servicio de
telefonia celular terrestre y a comercializar hasta el 40 % del paquete accionario de
dicha sociedad. Se recurrié nuevamente a la recoleccién de firmas para promover
un referéndum contra dicha norma. Al afio siguiente, al conocerse que se habian
alcanzado las firmas necesarias para la realizacién de la consulta popular, fueron
derogados los mencionados articulos (Ley 17.524).
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La siguiente gran instancia privatizadora se produjo en el afio 2002, cuando se
eliming el monopolio de la importacion, exportacién y refinacién de petrdleo crudo
y el de exportacién de derivados de petréleo por parte de ANCAP (Ley 17.448).
La norma fue derogada por importante mayoria en un plebiscito en el ano 2003.

Con respecto a los servicios de agua y saneamiento, la empresa privada habia
avanzado desde la década de 1990 con la concesién de servicios en la zona balnearia
del Este, con el ingreso al mercado de algunas empresas internacionales. El Poder
Ejecutivo present6 en 2003 un proyecto de ley de Regulacién de Servicios de Agua
Potable y Saneamiento como un mecanismo para avanzar hacia una mayor partici-
pacién privada en la prestacién del servicio.

Se formé entonces la Comisién Nacional de Defensa del Agua que plante6 una
reforma constitucional que serfa sometida a plebiscito conjuntamente con las elec-
ciones nacionales de 2004. La reforma aprobada ampliaba la redaccién del articulo
47 referido a la proteccién del medio ambiente. El nuevo articulo declara que “el
agua es un recurso natural esencial para la vida. El acceso al agua potable y el acceso
al saneamiento, constituyen derechos humanos fundamentales”. Y declaraba que
“El servicio publico de saneamiento y el servicio pablico de abastecimiento de agua
para el consumo humano serdn prestados exclusiva y directamente por personas
juridicas estatales.” Con esta reforma Uruguay se constitufa como el primer pais del
mundo en declarar como derecho humano fundamental el acceso al agua potable
y al saneamiento.

Los gobiernos frenteamplistas han dado sefiales politicas diversas sobre las em-
presas publicas. Por un lado, la expansion de las grandes empresas publicas, el apoyo
a una politica de diversificacién de la matriz energética impulsada desde UTE y
ANCAP, la acciones de UTE para reforzar la integracién e interconexién con la
region, la estrategia de ANTEL de conquistar el control de las vias terrestre y aérea
de la banda ancha, y el apoyo a la inversién en OSE en tanto servicio social esencial,
insindan una voluntad de refuerzo de la matriz estatista (Narbondo, 2012). De
todas formas, debe tenerse en cuenta que se continda utilizando el mecanismo de
creacién de empresas bajo la forma de propiedad de sociedad andénima al que se
hizo referencia antes. Por otro lado, la disolucién de PLUNA y la ausencia de in-
version publica en AFE, son signos de aceptacion de la mercantilizacién y el avance
del capital privado, de continuismo con la politica de reduccién del Estado de los
gobiernos anteriores.

La segunda y lamentable experiencia de privatizacién y gestién privada en
PLUNA en el periodo 2006-2012 signific6 la pérdida por parte del Estado del
control de la orientacién estratégica de la empresa. Cuando el socio mayoritario se
retiré la empresa fue cerrada de manera abrupta por el gobierno, para poder frenar
las posibles demandas privadas contra la misma. Ante esta situacién el gobierno
planted la venta de la propiedad y la entrega de la gestién de la compania y las lineas
aéreas de bandera al sector privado o que la empresa fuera administrada por los tra-
bajadores, descartando cualquier tipo de inversién que permitiera el mantenimiento
de una linea estatal.
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En cuanto a AFE, durante el primer gobierno frenteamplista se establecié por
ley la creacién por parte de la Corporacién Nacional para el Desarrollo (CND) de
una sociedad anénima para explotar el transporte ferroviario de carga, intervenir en
la rehabilitacién de la infraestructura ferroviaria y adquirir material rodante, parti-
cipando AFE en la direccién de la empresa (Ley N°17.930, articulos 205 y 2006,
19 de diciembre de 2005). Algunos anos después se reglamenté esta ley, estable-
ciendo que se autorizaba a la CND a formar una sociedad anénima de propésito
especial (SAPE) para la explotacién del transporte de carga del modo ferroviario, e
incorporar a un accionista inversor privado que tendria la mayoria de las acciones
y el control de la sociedad (Decreto N°© 71 de 2008). Esto no se llevé a la préctica
y el decreto fue derogado por un nuevo decreto proveniente del segundo gobierno
frenteamplista. Se creaba una sociedad anénima basada en el derecho privado, en
la que participa AFE con 51% y la CND con 49%. La normativa establece que los
trabajadores de la sociedad anénima “no poseerdn la calidad de funcionarios publi-
cos a ningun efecto. Sus relaciones de trabajo estardn regidas por el derecho laboral
aplicable a la actividad privada” (Decreto N° 473 del 23 de diciembre de 2011). La
resolucion levantd la esperable oposicién de los funcionarios y su sindicato. Al mo-
mento de redaccién de este texto la sociedad aprobada atn no tiene existencia real.

El desempeio econémico de las grandes empresas publicas no financieras
En Uruguay no se llegé a la privatizacién de los activos de ninguna de las grandes
empresas publicas no financieras, que junto con los tres bancos estatales forman
el nicleo duro del Estado Empresario uruguayo. Para contribuir a desentrafar
las causas de este fenémeno en esta seccidn se revisa el desempeno econémico de
estas grandes empresas a lo largo de su historia, asi como su significacién en la
economia del pais y en las finanzas del Estado.

Las cuatro grandes empresas que han quedado fuera del proceso privatizador
son actualmente la mayores empresas publicas no financieras: ANCAP, UTE, AN-
TEL y OSE, que se desempefian en casi todas sus funciones en situacién de mono-
polio.? El peso conjunto de estas cuatro empresas en el PBI nos permite visualizar
la significacién de las mismas en la generacién de valor agregado de la economia.
Su importancia se ha incrementado a lo largo de toda su existencia. Hacia fines de
la década de 1930 la suma del valor agregado (VAB) aportado por UTE y ANCAP
llegaba al 2% del PBI. El desarrollo de la produccién de ambas empresas y la in-
corporacién de OSE hace que en la década de 1960 el porcentaje se eleve al 4%,
luego de la fundacién de ANTEL al 5% y en la década de 1980 al 6%, llegando a
representar hacia fines del siglo pasado el 10% del PBI.

2 No incluimos aqui a AFE, empresa que fue en el momento de su fundacién una de las més
grandes. El declive del ferrocarril (que fue un fenémeno a nivel mundial) en su competencia con
el transporte automotor, causé déficits y motivo la baja de la inversion, resultando en un mayor
atraso técnico con respecto a la competencia y la necesidad de grandes subsidios del Estado. La
gradual reduccién de la extensién de las lineas en uso (que hoy son la mitad que en el momento
de la fundacién de AFE), en especial desde la supresién del servicio de pasajeros en 1988, causé
una considerable reduccién de la magnitud de la empresa. Véase el capitulo de Setelich en este
mismo volumen.
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Las tres principales empresas estatales no han tenido déficits, salvo en algunos
afios excepcionales de hiperinflacién entre las décadas de 1960 y 1980 (déficits a
veces vinculados a tarifas planchadas por politica macroecondmica de combate a la
inflacién). Tampoco, con esas excepciones, recibieron subsidios del Estado. Por el
contrario, fueron importantes contribuyentes a rentas generales. A las transferencias
al Estado de UTE, casi desde su fundacién, se agregan en la década de 1930 las de
ANCAP vy luego las de ANTEL. La empresa OSE tuvo déficits y recibié subsidios
hasta la década de 1990, pero al adecuar las tarifas a los costos, se suprimieron las
transferencias y se expandi6 la inversién. Se puede afirmar que las empresas conside-
radas no fueron en ningtin momento un costo significativo para el fisco.

El Grifico 1 muestra un panorama general del desempefio financiero de estas
cuatro empresas a través de sus resultados y de las transferencias netas. Tanto los
resultados como las transferencias fueron positivos en su conjunto, al menos hasta
mediados del siglo XX y luego marcadamente desde la década de 1990, contribu-
yendo asf a las finanzas del Estado. Carecemos de informacién sobre sus resultados
entre 1947 y 1973, pero la existencia de transferencias hasta 1953 indica resultados
positivos. En la década de 1960 los resultados de las empresas tendieron a empeorar
y OSE necesité de crecientes subsidios.

Grifico 1. Resultados financieros y Transferencias de UTE, ANCAP, OSE y
ANTEL (1912-2010)
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Fuentes: Rodriguez Lépez (1928), Acevedo (1936), Dondo (1942), Anuarios Estadisticos, Leyes
y Decretos, OPP y memorias de las empresas. Para PBI: Bertino y Tajam (1999) e informes
periddicos del BROU y el BCU.
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Asi, mientras que hasta fines de la década de 1920 las contribuciones de estas em-
presas representaban 1% de los ingresos del gobierno central y hasta mediados de la
década de 1940 entre 2% y 3%.’ En las dos dltimas dos décadas las transferencias
han vuelto a ser positivas y significativas para el erario pablico. En la década se
establecié legalmente que las empresas debian dar una rentabilidad de 8% sobre el
capital invertido bajo una politica de realismo tarifario, pero dicho realismo se llevd
muy marginalmente a la préctica. ANCAP y UTE no habrifan alcanzado el 8% de
rentabilidad y OSE, si bien redujo su déficit, no llegé a tener resultados positivos.
Finalmente, en el caso de ANTEL, sus resultados serfan negativos durante toda la
década de 1970. Estas grandes empresas publicas no financieras prdcticamente no
realizaron aportes a rentas generales hasta la década de 1990.

La evolucién durante la dltima década del siglo pasado y comienzos del actual
ha sido muy distinta. OSE, desde mediados de la década de 1990, deja de ser de-
ficitaria, salvo afios excepcionales. Ello contribuy6 a que, en un contexto de muy
positivos resultados financieros de las grandes empresas, las transferencias netas al
gobierno central implicardn una reduccién no despreciable del déficit fiscal, mien-
tras que se debatfa ptblicamente respecto a si sus tarifas eran utilizadas justamente
con fines recaudadores. Las mayores contribuciones fueron de ANTEL, que junto a
UTE monopolizan las contribuciones en las tltimas décadas.

En momentos de necesidades del fisco se recurrié a las contribuciones de las
EP. En el marco de los dificiles afios posteriores a la crisis de 1982, se le solicité
contribuciones a ANP y ANCAP. Asimismo, las contribuciones de las empresas
fueron crecientes en momentos en que en paralelo se implementaba un plan de esta-
bilizacién, al inicio de la década de 1990. De forma mds marcada sus transferencias
alcanzaron cifras importantes en el marco de la mala performance de la economia
luego de 1998 y durante la crisis de 2002. Vale sefialar que la situacién en el marco
de la crisis internacional de 2008-2009 fue distinta, dado que las empresas ptblicas
no financieras redujeron sus contribuciones al Estado, en parte debido a que sus
tarifas fueron utilizadas para contener la inflacién, al tiempo que los bancos pu-
blicos superavitarios (BROU y BSE) aportaron de forma creciente al fisco durante
esos afios de crisis, contrarrestando la caida de las contribuciones de las empresas
publicas no financieras.

Conclusiones

A la pregunta que se realizaba en la introduccién de este trabajo, ;por qué se frené
el avance de la privatizacién de las grandes empresas publicas en Uruguay?, se le
puede responder con un conjunto de hipdtesis, que se espera sean una contribucién

al debate.

El proceso de mercantilizacién impulsado desde la década de 1970, con la cre-
ciente hegemonia de la ideologfa y de la politica neoliberales, ya habia avanzado en
la reduccién de la dimensién del Estado Empresario uruguayo a través del cierre o

3 Si se suman los aportes de los bancos publicos, que fueron casi el 65% del total de contribuciones
de las EP hasta mediados de la década de 1940, las transferencias llegan al entorno de 5% de los
ingresos del gobierno central y medio punto porcentual del PBI.
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privatizacién de empresas, de la eliminacién o privatizacién de sectores considera-
dos no rentables o no estratégicos y de la introduccién de mecanismos de mercado
en las EP no privatizadas.

Las mds grandes empresas, ANCAP, UTE y ANTEL, tuvieron a lo largo de su
historia un buen desempefio econémico y durante muchos afios fueron un recurso
financiero para auxiliar a las rentas generales del Estado. En las tltimas décadas OSE
revertir sus déficits sin recurrir a los subsidios estatales. Estas empresas mejoraron
su eficiencia para cumplir sus objetivos, mejoraron sus procesos de gestién y su or-
ganizacién. Y estas empresas son utilizadas también como herramientas de politica
macroecondmica.

También se pueden considerar factores que van mds alld del andlisis econémico.
La correlacién de fuerzas sociales y politicas posibilité la organizacién de la lucha
por la defensa de las EP y el apoyo popular. Este se basé también en convicciones
acrisoladas en la historia de las principales empresas y en el papel hegemdnico del
Estado en la formacién social uruguaya, en su “matriz de lo publico profundamente
estatista’, para decirlo en palabras de Gerardo Caetano en la apertura del seminario
internacional de octubre de 2012.
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